
 

 

“LEY DE FINANCIAMIENTO PARA LAS MIPYMES AFECTADAS POR LA 

EMERGENCIA DEL COVID-19” 

 

ARTÍCULO 1.- Refórmese el artículo 6 de la Ley del Sistema de Banca para el 

Desarrollo, Ley N.8634 del 23 de abril del 2008 y sus reformas, para que en 

adelante se lea de la siguiente manera: 

 

“ARTÍCULO 6.- Sujetos beneficiarios del Sistema de Banca  

para el Desarrollo 

Podrán ser sujetos beneficiarios del Sistema de Banca para el Desarrollo en el área 

de financiamiento, avales o garantías, capital semilla, capital de riesgo u otros 

productos que se contemplen en esta ley, para lo cual se deberá utilizar para su 

definición solamente el criterio de empleos directos generados, los 

siguientes: 

a) Emprendedores: persona o grupo de personas que tienen la motivación y 

capacidad de detectar oportunidades de negocio, organizar recursos para su 

aprovechamiento y ejecutar acciones de forma tal que obtiene un beneficio 

económico o social por ello. Se entiende como una fase previa a la creación de una 

Mipyme. 

 

b) Microempresas: unidades económicas que generen entre uno y quince 

empleos directos. 

c) Pymes: entendidas como las unidades productivas que generen entre dieciséis 

y setenta empleos, las pequeñas empresas y de setenta y un empleos hasta 

doscientos cincuenta empleos, las medianas empresas.  

 

d) Micro, pequeño y mediano productor agropecuario: unidad de producción que 

incluye los procesos de transformación, mercadeo y comercialización que agregan 

valor a los productos agrícolas, pecuario, acuícolas, forestales, pesqueros y otros 



productos del mar, así como la producción y comercialización de insumos, bienes y 

servicios relacionados con estas actividades. 

 

Estas unidades de producción emplean, además de mano de obra familiar, 

contratación de fuerza laboral ocasional o permanente que genera valor agregado 

y cuyos ingresos le permiten al productor realizar nuevas inversiones en procura del 

mejoramiento social y económico de su familia y del medio rural. La definición de 

estas las realizará el Ministerio de Agricultura y Ganadería vía reglamentaria. 

 

e) Modelos asociativos empresariales: mecanismo de cooperación por el cual se 

establecen relaciones o articulaciones entre cualquiera de los sujetos beneficiarios 

del presente artículo. 

 

f) Beneficiarios de microcrédito: persona o grupos de personas físicas o jurídicas 

que califiquen como pequeños productores agropecuarios, microempresarias o 

emprendedoras, de todos los sectores de las actividades económicas, que 

presenten proyectos productivos y cuyo requerimiento de financiamiento no exceda 

de cuarenta salarios base establecidos en la Ley N.° 7337, de 5 de mayo de 1993, 

y su respectiva actualización. Serán otorgados   por el Fondo del Crédito para el 

Desarrollo definido en la presente ley y por medio de la banca privada que se acoja 

al inciso ii) del artículo 59 de la Ley N.° 1644, además del Fondo de Financiamiento 

para el Desarrollo. 

 

Los distintos sujetos beneficiarios descritos anteriormente, deberán a su vez 

cumplir con los criterios y las condiciones que al efecto disponga el Consejo 

Rector, que deberá brindar un tratamiento equitativo y proporcional, siempre 

tomando en cuenta factores como el alto impacto en el desarrollo nacional, de 

acuerdo con criterios como empleo generado, contribución a la sostenibilidad 

ambiental, al desarrollo tecnológico y encadenamientos productivos, entre otros. 

El Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) desarrollará un módulo de capacitación 
especial de apoyo a la formalización de estas unidades productivas, en coordinación 
con los ministerios rectores.” 



 
ARTÍCULO 2.- Refórmense los artículos 12 y 18 de la Ley del Sistema de 
Banca para el Desarrollo, Ley N° 8634 del 23 de abril del 2008 y sus reformas, 
para que en adelante se lean de la siguiente manera:  
 

“ARTÍCULO 12.- Integración y designación del Consejo Rector:  

a) El ministro o la ministra del Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC), el 

ministro o la ministra del Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) y el ministro 

o la ministra de Turismo. 

b) Un representante del sector industrial y de servicios designado por la Cámara de 

Industrias de Costa Rica. 

c) Un representante del sector agropecuario designado por la Cámara Nacional de 

Agricultura y Agroindustria.  

d) Un representante del sector turismo designado por la Cámara Nacional de 

Turismo (CANATUR) 

En caso de empate en alguna votación, la presidencia contará con voto de 

calidad en los términos del artículo 49 de la Ley General de la Administración 

Pública. 

 

 “Artículo 18- Otorgamiento de avales y garantías de forma individual.  

Para el otorgamiento de avales y garantías individuales se podrán garantizar 

operaciones de financiamiento en todos los integrantes financieros del SBD, 

siempre y cuando estas respondan a los objetivos de la presente ley. El monto 

máximo por garantizar en cada operación será hasta por el setenta y cinco por 

ciento (75%) de esta. En caso de que se presenten desastres naturales, siempre y 

cuando se acompañen con la declaratoria de emergencia del gobierno, o por 

disposición del Consejo Rector, por una única vez, el monto máximo a garantizar 

por operación será hasta el noventa por ciento (90%) para las nuevas operaciones 

de crédito productivo que tramiten los afectados. 

 

Para el otorgamiento de avales y garantías se podrán garantizar operaciones 

financieras en todos los integrantes financieros del SBD, para los beneficiarios 

definidos en el artículo 6, en condiciones y proporciones favorables al adecuado 



desarrollo de sus actividades y estas operaciones financieras respondan a los 

objetivos de la presente ley. 

 

La modalidad, los términos y demás aspectos técnicos de los diferentes tipos de 

avales, a los que se refiere esta ley, serán establecidos por el Consejo Rector del 

SBD, con el apoyo de la Superintendencia General de Entidades Financieras ( 

SUGEF )”. 

 

ARTÍCULO 3.- Adiciónese un párrafo segundo al artículo 19 de la Ley del 

Sistema de Banca para el Desarrollo, Ley N° 8634 del 23 de abril del 2008 y sus 

reformas, para que en adelante se lean de la siguiente manera: 

 

“Artículo 19- Desarrollo de avales con contragarantías y avales de carteras de 

crédito 

[…] 

 

Se podrán garantizar programas y/o carteras de crédito mediante la cobertura de la 

pérdida esperada u otros mecanismos técnicamente factibles. 

 

Las carteras deberán conformarse por créditos de sujetos beneficiarios de esta 

ley, según el artículo 6, lo cual incluye créditos individuales de beneficiarios 

con garantías o con insuficiencia de garantía. Los avales de cartera tendrán una 

cobertura individual por operación de hasta el 75% del saldo del crédito y hasta 

el 90% en condiciones de emergencia nacional y deberán estar destinados a nuevas 

operaciones para capital de trabajo y proyectos de inversión; reestructuraciones 

o refinanciamientos. A su vez, con los diferentes fondos del Sistema, se podrá 

participar en esquemas de avales de carteras de crédito con participaciones 

de hasta el 75% en condiciones normales y hasta el 90% en condiciones de 

emergencia nacional. El Sistema de Banca para el Desarrollo deberá establecer 

modelos de avales con la información histórica y agregada de todos los fondos del 

Sistema. Los Operadores Financieros remitirán mensualmente y de forma 



electrónica a la Secretaría Técnica la cartera avalada, para el seguimiento y el 

análisis de riesgo pertinente.  

 

Para el cálculo de las pérdidas esperadas por sector de actividad económica, 

los operadores financieros presentarán para su aprobación ante el Consejo 

Rector sus modelos de cálculo, y para la validación de los mismos, la 

Secretaría Técnica del Sistema se apoyará en los estudios técnicos de la 

SUGEF. 

 

El Fondo Nacional para el Desarrollo (Fonade) queda facultado para recibir recursos 

de contragarantía de entes públicos y privados, los cuales serán administrados bajo 

la figura de un fondo de contragarantías donde se identificarán las entidades 

participantes. Todas las entidades públicas quedan facultadas para transferir al 

Fonade recursos para contragarantías. 

 

Además, el Fonade podrá destinar recursos para fungir como contragarantía en 

fondos de capital de riesgo y similares, buscando generar canales de acceso a 

financiamiento a los beneficiarios de la presente ley, siempre y cuando su finalidad 

sea congruente con los objetivos de esta. 

 

Los operadores que accedan a estos avales deberán desarrollar una gestión de 

riesgo con el fin de mitigar estos, incluyendo la determinación de la eventual pérdida 

esperada cuando corresponda; además, deberán remitir periódicamente la 

información que le sea requerida para el seguimiento y el análisis del Consejo 

Rector del SBD”. 

 

ARTÍCULO 4.- El Poder Ejecutivo emitirá el reglamento de la presente ley en 

un plazo no mayor a un mes, contado a partir de su entrada en vigencia. 

 

Rige a partir de su publicación.



 


